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PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

DIRECCION GENERAL DE SERVICIO CIVIL

DIRECCION ADMINISTRATIVA







RH-795-2006







03 de octubre del 2006

Master

José Joaquín Arguedas Herrera

DIRECTOR GENERAL

Presente

Estimado señor:

El día 22 de setiembre del 2006, esta oficina recibió el oficio DFOE-380, suscrito por el Licenciado Walter Ramírez Ramírez, Gerente de la  División  de Fiscalización Operativa de la Contraloría General de la República,  en el cual hace un recordatorio sobre las obligaciones de la oficina de recursos humanos en relación con la información que debe remitir a esa dependencia fiscalizadora de aquellos servidores sujetos de la presentación de la declaración jurada de bienes y que a continuación le detallo. 

De las obligaciones del director, jefe o encargado de la unidad de recursos humanos o de la oficina de personal de cada órgano o entidad pública 

En este aspecto creemos oportuno hacer de su conocimiento las acciones que debe llevar a cabo la Unidad de Recursos Humanos para salvaguardar la aplicación de las Indicaciones emanadas mediante los oficios números 02574 (DFOE-0085) y 5254 (DFOE-181) del 13 de marzo y 21 de abril del 2006, respectivamente, la Ley No. 8422 del 6 de octubre de 2004, publicada en La Gaceta No. 212 del 29 de octubre de 2004 y el Decreto Ejecutivo No. 32333-MP-J del 12 de abril de 2005, publicado en el Alcance No. 11 a La Gaceta No. 82 del 29 de abril de 2005. Dentro de ellas se encuentran:

1. Mantener actualizado el Módulo de Recursos de nuestro “Sistema de Declaraciones Juradas de Bienes”.  en cuanto a incorporación o cese de funcionarios obligados a declarar su situación patrimonial. 

2. Comunicar estos movimientos al Área de Denuncias y Declaraciones Juradas de la Contraloría General de la República.

3. Verificar que los servidores públicos incorporados en el módulo antes citado sean los que obligatoriamente deben informar sobre su situación patrimonial, en estricto apego a lo dispuesto en los artículos 21 de dicha Ley y 55, 56 y 57 de su Reglamento. 

4. Revisar la exactitud de los datos del declarante nombre, numero de cédula, calidades, domicilio, correo electrónico, nombre del cargo, fecha de inicio de funciones y período del nombramiento, entre otros. 
5. Incorporar oportunamente en el Módulo de Recursos Humanos del Sistema de Declaraciones de Bienes de la Contraloría General de la República, cualquier información relativa a salidas fuera del país (Articulo 73), incapacidades y permisos con o sin sueldo (Artículo 74), cuando estas circunstancias afecten la fecha de presentación de la declaración jurada.

6. Informar a los declarantes que el cómputo del plazo dispuesto en la normativa vigente para la entrega de la declaración jurada en las oficinas de la Contraloría General, se inicia a partir del día hábil siguiente a la fecha de nombramiento.

7. Advertir a los funcionarios declarantes que el incumplimiento del plazo de presentación hará que la Contraloría General active el mecanismo de prevención que establece la Ley.  

8. Advertir al declarante que la información de las declaraciones juradas la debe  incluir en el sistema existente para esos efectos. 

9. Señalar al declarante la obligación de entregar el documento impreso en el plazo indicado al Área de Denuncias y Declaraciones Juradas, ubicada en el quinto piso del edificio principal de la Contraloría General de la República.

10. Informar declarante sobre consultas de envío de las claves de acceso al Sistema y las correspondientes a la declaración jurada, serán atendidas por los funcionarios Glenda Flores Domínguez,  Luis Fdo. Mora Valverde y Miguel Álvarez Romero, en los teléfonos 501-8530, 501-8523, 501-8532, respectivamente o solicitar el trámite al señor Luis Carlos Murillo Ugalde a  las extensiones  224, 225 ó 226.

11. La desobediencia o la falta de cumplimiento oportuno de informar a la Contraloría General de República sobre funcionarios sujetos a la declaración jurada de su situación patrimonial, nos hará incurrir en falta grave, sancionable de conformidad con el régimen disciplinario interno correspondiente, según lo dispuesto por los artículos 28, 37, 38 Y 39 de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública y 79 de su Reglamento. 


Lo anterior, a raíz de la  solicitud expresa por parte de la División de Fiscalización, de hacerles  llegar a cada declarante esta información, para darle a conocer a las partes interesadas sus obligaciones  en ese proceso y además, por ser una obligación ineludible de la Unidad de Recursos Humanos.


Aprovecho la oportunidad para indicarle que hasta el momento hemos cumplido con lo establecido en esta Ley y su Reglamento. Y para un mejor control de esta actividades, en el Manual de “Considerandos de Gestión Humana” se incluyeron estas obligaciones, así como las encomendadas en la Ley de Control Interno,  específicamente sobre la presentación del “Informe Final de Gestión” por parte de los titulares subordinados definidos  en el  Oficio DG-124-2006 del 4 de abril del  2006.  Sobre este último asunto con oficio RH-455-2006 del 12 de junio del presente año en el aparte  “Titulares Subordinados” , se le solicitó que  por motivo de los cambios efectuados,  nos remitiera el listado de los Titulares Subordinados que a partir de los mismos se deben ajustar a estas directrices.
Atentamente,







María Lucrecia Siles Salazar







Coordinadora de Recursos Humanos

MLSS

CC:   ARCHIVO

LEY 8422, LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA DECRETA: LEY CONTRA LA CORRUPCIÓN Y EL ENRIQUECIMIENTO ILÍCITO EN LA FUNCIÓN PÚBLICA

CAPÍTULO IV: Responsabilidad administrativa y civil

ARTÍCULO 37.- Las instituciones públicas estarán obligadas a facilitar a un profesional que apoye técnicamente al jerarca para que realice su declaración.  

ARTÍCULO 38.-  Causales de responsabilidad administrativa: Sin perjuicio de otras causales previstas en el régimen aplicable a la respectiva relación de servicios, tendrá responsabilidad administrativa el funcionario público que:

a)  Incumpla el régimen de prohibiciones e incompatibilidades establecido en la presente Ley.

b)  Independientemente del régimen de prohibición o dedicación exclusiva a que esté sometido, ofrezca o desempeñe actividades que comprometan su imparcialidad, posibiliten un conflicto de intereses o favorezcan el interés privado en detrimento del interés público.  Sin que esta ejemplificación sea taxativa, se incluyen en el supuesto los siguientes casos:  el estudio, la revisión, la emisión de criterio verbal o escrito, la preparación de borradores relacionados con trámites en reclamo o con ocasión de ellos, los recursos administrativos, las ofertas en procedimientos de contratación administrativa, la búsqueda o negociación de empleos que estén en conflicto con sus deberes, sin dar aviso al superior o sin separarse del conocimiento de asuntos en los que se encuentre interesado el posible empleador.

c)  Se favorezca él, su cónyuge, su compañera o compañero, o  alguno de sus parientes, hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, por personas físicas o jurídicas que sean potenciales oferentes, contratistas o usuarios de la entidad donde presta servicios, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 20 de esta misma Ley. 

d) Debilite el control interno de la organización u omita las actuaciones necesarias para su diseño, implantación o evaluación, de acuerdo con la normativa técnica aplicable.

e) Infrinja lo dispuesto en el artículo 20 de esta Ley, en relación con el régimen de donaciones y obsequios.

f) Con inexcusable negligencia, asesore o aconseje a la entidad donde presta sus servicios, a otra entidad u órgano públicos, o a los particulares que se relacionen con ella.

g) Incurra en culpa grave en la vigilancia o la elección de funcionarios sometidos a sus potestades de dirección o jerarquía, en cuanto al ejercicio que estos hayan realizado de las facultades de administración de fondos públicos.

h) Omita someter al conocimiento de la Contraloría General de la República los presupuestos que requieran la aprobación de esa entidad.

i) Injustificadamente, no presente alguna de las declaraciones juradas a que se refiere esta Ley si, vencido el plazo para su entrega, es prevenido una única vez por la Contraloría General de la República para que en el plazo de quince días hábiles cumpla con su presentación.

j)  Incurra en falta de veracidad, omisión o simulación en sus declaraciones de situación patrimonial.

k) Retarde o desobedezca, injustificadamente, el requerimiento para que aclare o amplíe su declaración de situación patrimonial o de intereses patrimoniales, dentro del plazo que le fije la Contraloría General de la República.

l)  Viole la confidencialidad de las declaraciones juradas de bienes.

m) Perciba, por sí o por persona física o jurídica interpuesta, retribuciones, honorarios o beneficios patrimoniales de cualquier índole, provenientes de personas u organizaciones que no pertenezcan a la Administración Pública, por el cumplimiento de labores propias del cargo o con ocasión de estas, dentro del país o fuera de él.

n) Incumpla la prohibición del artículo 17 de la presente Ley para ejercer cargos en forma simultánea en la Administración Pública.

ñ) Incurra en omisión o retardo, grave e injustificado, de entablar acciones judiciales dentro del plazo requerido por la Contraloría General de la República.

ARTÍCULO 39.-Sanciones administrativas Según la gravedad, las faltas anteriormente señaladas serán sancionadas así:  a) Amonestación escrita publicada en el Diario Oficial.  b)Suspensión, sin goce de salario, dieta o estipendio correspondiente, de quince a treinta días. c) Separación del cargo público, sin responsabilidad patronal o cancelación de la credencial de regidor municipal, según corresponda. 

